
RESUMEN

En la jurisprudencia del Tribunal Supremo, es una cuestión controvertida desde hace
años la relativa a la suspensión de las sanciones tributarias y el Alto Tribunal ha debi-
do volver a pronunciarse sobre esta suspensión recientemente. La Ley General Tributa-
ria dispone que las sanciones quedan automáticamente suspendidas sin necesidad de
aportar garantía, hasta que sean firmes en vía administrativa. El Tribunal Supremo
tardó en determinar que esta norma ciñe su eficacia a la vía económico-administrativa.
Además, al acotar esa eficacia de la norma tributaria, no ha tenido bien en cuenta su
propia jurisprudencia sobre la suspensión de los actos tributarios. Todo ello ha añadido
incertidumbre sobre el régimen general de esta medida cautelar y ha dado lugar a una
excesiva dispersión de criterios en los tribunales inferiores. 
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1. INTRODUCCIÓN

Durante los últimos años, ha sido una cuestión controvertida la suspensión de los ac-
tos de aplicación de los tributos o de las sanciones tributarias en un proceso contencioso-
administrativo, una vez agotada la vía económico-administrativa, cuando la suspensión
se proyecta sobre la resolución de un órgano económico-administrativo, pero extendién-
dose al acto sancionador o de aplicación de los tributos, confirmado por esa resolución.
El debate en torno a esta cuestión no se ha apaciguado con la llegada de la Ley General
Tributaria (LGT) de 2003. Tampoco ha contribuido a sentar las bases de una solución
estable de la cuestión una jurisprudencia cambiante y ambigua de nuestro Tribunal Su-
premo. Aunque, al mismo tiempo, ha sido esta jurisprudencia la que ha liderado el cita-
do debate en torno al régimen de esta suspensión de los actos de naturaleza tributaria. 
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Recientemente, ha recobrado absoluta actualidad el régimen de esta medida caute-
lar, de nuevo como consecuencia de sentencias del Alto Tribunal de especial trascenden-
cia. En efecto, el Tribunal Supremo, desde finales de 2011, viene dictando una serie se
sentencias sobre la suspensión en particular de las sanciones tributarias en el proceso
contencioso-administrativo. La suspensión de las sanciones tributarias había resultado
sorprendentemente polémica desde hace años, en realidad desde que la Ley 1/1998, de
26 de febrero, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes (LDGC), estableció para
aquellas un régimen propio de suspensión automática sin necesidad de garantía en caso
de impugnación administrativa de las mismas. Ya hace años el Alto Tribunal trató de
zanjar la cuestión en distintas sentencias, sin que la doctrina establecida tuviera la pre-
cisión suficiente como ordenar las actuaciones de los diferentes jueces y tribunales. Por
lo tanto, la cuestión ha vuelto a plantearse ante el mismo Tribunal Supremo y muchos
nos tememos que, a pesar de este nuevo intento de construcción jurisprudencial, la po-
lémica vaya a continuar. Es más, como ya ocurrió inicialmente, la cuestión planteada
ante el Tribunal Supremo, aunque aparentemente ceñida a las sanciones tributarias,
pone en tela de juicio indirectamente todo el régimen de la suspensión de los actos de
naturaleza tributaria, régimen construido también por la propia jurisprudencia de
nuestro Alto Tribunal. 

2. LA SUSPENSIÓN DE LAS SANCIONES TRIBUTARIAS. ANTECEDENTES
DE LA CUESTIÓN (1)

La Ley General Tributaria de 2003 dispone, como es sabido, en el párrafo segundo,
del apartado segundo, del artículo 161, que la interposición de un recurso o de una re-
clamación en tiempo y forma contra una sanción impedirá el inicio del periodo ejecutivo
hasta que la sanción sea firme en vía administrativa y haya finalizado el plazo para el
ingreso voluntario del pago. Asimismo, el artículo 212, en su apartado tercero, estable-
ce, en la letra a) de este apartado, que la interposición de un recurso administrativo con-
tra una sanción tributaria supone que ésta quede automáticamente suspendida en pe-
riodo voluntario sin necesidad de aportar garantías hasta que la sanción impugnada sea
firme en vía administrativa. Y este mismo artículo 212.3 de la LGT, en su letra b), pre-
vé que esa sanción no devengará intereses de demora «por el tiempo que transcurra has-
ta la finalización del plazo de pago en periodo voluntario abierto por la notificación de la
resolución que ponga fin a la vía administrativa» (2). En este mismo sentido se pronun-
cia el artículo 26.2.c), al enumerar los casos en los que se produce el devengo de intere-
ses de demora. Finalmente, el artículo 233, al regular la suspensión de cualquier acto
impugnado por una reclamación económico-administrativa, ordena el mantenimiento
de esta suspensión, tras la resolución desestimatoria de la reclamación, en caso de re-
curso jurisdiccional posterior, «hasta que el órgano judicial adopte la decisión que co-
rresponda en relación con la suspensión solicitada». Además, «tratándose de sanciones,
la suspensión se mantendrá, en los términos previstos en el párrafo anterior y sin nece-
sidad de prestar garantía, hasta que se adopte la decisión judicial».
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(1) Sobre este tema, puede consultarse el trabajo anterior, del que parto para realizar este co-
mentario, «La suspensión de las liquidaciones y sanciones tributarias como consecuencia de un re-
curso o reclamación», Crónica Tributaria, n.º 123, 2007. 

(2) Esta previsión normativa, aparentemente clara, ha dado lugar también a una jurisprudencia
controvertida del Tribunal Supremo que ha obligado al TEAC a cambiar su doctrina. El TEAC, in-
terpretando el precepto a la luz de la citada jurisprudencia, en su Resolución de 22 de marzo de 2011
(00/2184/2009), entendió que los intereses se debían liquidar tomando como día inicial aquel en el
que se decreta o acuerda la suspensión por el juez o tribunal de lo contencioso-administrativo. 



Por otra parte, la disposición transitoria tercera, 2, letra d), de la LGT atribuía una
particular retroactividad al artículo 212.3, al disponer que este precepto fuese de apli-
cación a los procedimientos iniciados antes de la fecha de entrada en vigor de la Ley. Es-
ta retroactividad estaría justificada según el propio legislador, a tenor de la exposición
de motivos, en la medida en la cual en esta materia se incorporaría la más reciente doc-
trina jurisprudencial, para establecer que no se exigirían intereses de demora hasta que
la sanción fuese firme en vía administrativa (3).

Este bloque normativo había intentado poner fin a la controversia suscitada en torno
a la interpretación del artículo 35 de la LDGC, precepto que estableció por vez primera
que las sanciones impugnadas quedaban automáticamente suspendidas sin necesidad
de aportar garantías y sin que pudieran ejecutarse hasta que fuesen firmes en vía ad-
ministrativa. El ordenamiento tributario se aproximaba así a la solución general pre-
vista en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, a efectos del régimen sancio-
nador común, tras haber intentado esquivar este régimen, mediante un sistema propio
de ejecutividad de las sanciones tributarias, con ocasión de la reforma de la Ley General
Tributaria en 1995. 

Posiblemente la LDGC pretendió ya ceñir la suspensión automática de las sanciones
al procedimiento económico-administrativo, para, luego, someter la suspensión de las
sanciones al régimen que procediera en la LJCA. Asimismo, la práctica administrativa
interpretó inicialmente el artículo 35 de la LDGC en el sentido de que esta suspensión
permitía la exigencia de intereses de demora durante todo el tiempo de su duración. Es-
ta interpretación fue confirmada en su día por el artículo 37.3 del Real Decreto
1930/1998, de 11 de septiembre, sobre régimen sancionador tributario.

Sin embargo, ya desde el primer momento la aplicación jurisdiccional de la norma re-
sultó problemática. El Tribunal Supremo dictó una primera Sentencia de 18 de sep-
tiembre de 2001 (recurso de casación en interés de la ley núm. 5960/2000), en la cual en-
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(3) Este bloque normativo se ha venido aplicando en la práctica administrativa a las sanciones
incluidas en los actos de declaración o derivación de responsabilidad. Cuando dichos actos incluyen
sanciones pecuniarias por estar comprendidas en el ámbito de la responsabilidad, la exigencia re-
caudatoria de la cuantía correspondiente a esas sanciones queda suspendida sin necesidad de ga-
rantías, si el responsable interpone un recurso o reclamación contra el acto de derivación de res-
ponsabilidad. En ocasiones, se ha exigido para que opere esta suspensión automática que la impug-
nación se haya extendido expresamente a las sanciones impuestas en su día al deudor principal. 

En principio, esa práctica administrativa ha entendido, por el contrario, que la suspensión de
una sanción, como consecuencia de un recurso ya contra el acto de imposición de la misma, no im-
pide dirigir la acción administrativa contra el responsable y declarar la responsabilidad de éste,
aunque la existencia de una infracción tributaria y por tanto de la correspondiente sanción sea un
elemento esencial del presupuesto de hecho de la responsabilidad. Sin embargo, la práctica admi-
nistrativa ha tenido más dudas a la hora de exigir ya el importe de la sanción en el acto de decla-
ración de la responsabilidad, limitándose en ocasiones a exigir el resto de la deuda tributaria pen-
diente, cuando la sanción impuesta al sujeto infractor y obligado principal se halla suspendida por
un recurso de éste, razón por la que no cabe hablar de impago de la sanción misma. 

En esta situación y en estos momentos, hay que tener en cuenta el Proyecto de Ley de modifi-
cación de la normativa tributaria y presupuestaria y de adecuación de la normativa financiera pa-
ra la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha contra el fraude (BOCG n.º 15-1,
13 de julio de 2012). De aprobarse la ley de acuerdo con la redacción prevista en el proyecto, se mo-
dificaría el artículo 212.3 de la LGT, precisamente para confirmar la suspensión sólo de las san-
ciones incluidas en actos de derivación de responsabilidad, cuando esa sanción es recurrida por el
responsable, y la aparente posibilidad sin embargo de dictar esa derivación aunque la sanción,
comprendida en ese acto de derivación, haya sido impugnada por el obligado principal. Ver en es-
te sentido también la reciente Resolución del TEAC de 6 de septiembre de 2012 (00/4452/2011) ne-
gando la suspensión de un acto de declaración de resonsabilidad.



tendió que no procedía la exigencia de intereses de demora como consecuencia de esta
suspensión, en coherencia con el principio de tutela judicial efectiva y la doctrina cons-
titucional sentada en la Sentencia del Tribunal Constitucional 66/1984, de 8 de junio.
Además, el Tribunal Supremo, aunque de forma incidental, dijo lo siguiente:

«Por tanto, la vigencia del principio a que responde hoy el mencionado artículo 35 ca-
be sostenerla desde la configuración y perspectiva constitucional del derecho Admi-
nistrativo sancionador (con la puntualización a mayor abundamiento, de que, aplica-
ble tal precepto, no es necesario, como ya se ha apuntado, hablar de suspensión pro-
piamente dicha, porque hasta la resolución del oportuno recurso jurisdiccional, en el
supuesto de que fuera desestimado, no podría decirse que la sanción había quedado
firme en vía administrativa)» (FJ 2.º in fine).
El Tribunal Supremo iba a reiterar este criterio en varias sentencias posteriores, co-

mo las de 23 de octubre de 2002 y 21 de julio de 2003. En la primera de estas sentencias,
con cita de otros precedentes de la misma Sala, el Alto Tribunal entendía que la sanción
quedaba suspendida hasta que la vía administrativa alcanzase su firmeza, «es decir,
hasta que la misma sea ya irrecurrible, bien por haber caducado el plazo para promover
la vía impugnatoria jurisdiccional o bien por haberse consumado ya la misma» y conclu-
ía lo siguiente:

«En consecuencia, la solución que se mantiene y se arbitra en esta sentencia es la de
no ejecutividad de las sanciones en materia tributaria mientras no sean firmes en vía
administrativa –en el sentido especificado en el primer párrafo del Fundamento an-
terior– y, por tanto, la innecesariedad de afianzar su importe, pues no hay nada que
suspender». (FJ 6.º, in fine) 
En esta situación, la promulgación de la Ley General Tributaria de 2003 iba a supo-

ner un giro radical en la jurisprudencia tributaria del Tribunal Supremo, tanto en la
aplicación de la propia Ley nueva como en la interpretación a la luz de la misma del ré-
gimen precedente de la LDGC. Todo ello a pesar de que una lectura sosegada del artícu-
lo 212.3.a) de la LGT, ponía a nuestro juicio de manifiesto que su contenido era casi re-
producción del artículo 35 de la LDGC. Únicamente difiere de aquél cuando limita ex-
presamente la suspensión al periodo voluntario y en lugar de decir que las sanciones
puedan ejecutarse una vez firmes en vía administrativa, dispone que la suspensión au-
tomática durará hasta ese momento. La letra b) de este mismo artículo 212.3, al regular
el devengo de intereses por esa suspensión, sí dispone más claramente que esos intere-
ses se devengarán desde la finalización del plazo voluntario de pago abierto por la noti-
ficación de la resolución que ponga fin a la vía administrativa, con independencia de la
contradicción que esta norma encierra respecto de la continuidad de la suspensión que
predica el artículo 233.8 de la LGT.

Por lo tanto, aquella jurisprudencia inicial del Tribunal Supremo, trasladada a la in-
terpretación de los artículos 161.2, 212.3 y 233.8 de la LGT, propiciaba una interpreta-
ción de este bloque normativo favorable a un mantenimiento de la doctrina del Tribunal
Supremo, a raíz de su Sentencia de 18 de septiembre de 2001, con el único cambio del
devengo de intereses de demora, si la sanción fuese finalmente confirmada y desde que
la sanción fue firme en vía administrativa. 

Y, sin embargo, el Alto Tribunal cambió su criterio, aparentemente, en las decisivas
Sentencias de 5 de octubre de 2004 y de 7 de marzo de 2005, siendo esta última Senten-
cia del Pleno de la Sala 3ª del Alto Tribunal. La doctrina del Tribunal Supremo de acuer-
do con esta última sentencia de 7 de marzo de 2005 (recurso de casación núm. 715/1999)
puede resumirse del siguiente modo: 

a) Cuando el artículo 212.3.a) de la LGT exige la firmeza en vía administrativa de la
sanción tributaria, para que se alce la suspensión automática de ésta y pueda ser
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ejecutada, esa firmeza es sólo la que el propio precepto indica, es decir, la firmeza en
vía administrativa, sin que esta pueda confundirse con la firmeza en sentido estric-
to. Aunque ese concepto de firmeza en vía administrativa tiene sin duda fundamen-
to y había sido aceptado en otras sentencias del Alto Tribunal, lo cierto es que el cri-
terio del Tribunal Supremo había sido otro en las sentencias citadas que seguían la
línea marcada por la de 18 de septiembre de 2001, negando que hubiera otra firme-
za que la surgida cuando no cabía contra la sanción recurso alguno.

b) Por otro lado, el Tribunal Supremo entiende ya en su sentencia de 7 de marzo de
2005 que, tras la LGT de 2003, la suspensión de la ejecución de una sanción tribu-
taria sin necesidad de garantía se limita al procedimiento económico-administra-
tivo y no prolonga desde luego sus efectos en el proceso contencioso-administrati-
vo. Iniciado este proceso, la suspensión se rige por las normas que, en la LJCA, re-
gulan la adopción de medidas cautelares. 

c) No obstante, de acuerdo con los artículos 212.3 y 233.8 de la LGT, la suspensión
legalmente surgida en vía administrativa ha de prolongar sus efectos hasta que
el juez o tribunal adopte la decisión que proceda en cuanto a la adopción de la
medida cautelar de suspensión solicitada, de acuerdo con los artículos 129 y si-
guientes de la LJCA.

d) Finalmente, el Tribunal Supremo cambia su jurisprudencia anterior a la luz de la
LGT nueva y considera que el régimen que resulta de esta interpretación de los
artículos 212.3 y 233.8 de la LGT de 2003, coincide con el que resultaría también
de una correcta interpretación del anterior artículo 35 de la LDGC.

Ya inicialmente, esta nueva doctrina del Tribunal Supremo adolecía, a nuestro juicio,
de dos defectos. Por una parte, la Sala no establecía realmente cuál era el régimen de la
suspensión de las sanciones tributarias en el proceso contencioso-administrativo. La Sa-
la decía claramente que no era de aplicación la mera prolongación de la suspensión sin
garantía, producida en la vía administrativa, añadiendo que el régimen de esta suspen-
sión sería el que resultase de las normas propias de la LJCA. Pero así la Sala olvidaba
que su propia doctrina había creado un régimen particular de la suspensión tributaria
en el propio proceso jurisdiccional, a raíz de su Sentencia de 6 de octubre de 1998, doc-
trina reiterada luego en la Sentencia de 11 de noviembre de 2004 (recurso de casación
núm. 4144/1999). Conforme a esta doctrina específicamente tributaria, la medida caute-
lar de la suspensión de los actos tributarios impugnados procedería de una manera vir-
tualmente automática, cuando esa suspensión se había otorgado ya en el procedimiento
económico-administrativo previo, sobre la base de una garantía suficiente del cobro de
la deuda tributaria, y esta garantía mantenía sus efectos en el proceso. El Tribunal Su-
premo había reconocido que la suspensión como medida cautelar en el proceso se regía
desde luego por la LJCA y no por la LGT y que aquella no contemplaba una suspensión
automática y exigía la ponderación de los intereses en juego y la justificación de los per-
juicios derivados de la ejecución, propias de la suspensión jurisdiccional. Sin embargo,
su jurisprudencia soslayaba la apreciación individualizada de esas circunstancias para
entender que los intereses públicos encontraban suficiente tutela o consideración por la
existencia de una garantía, lo cual justificaba la suspensión ante la invocación de la
existencia de perjuicios que podrían resultar de la ejecución. 

Por otra parte, la Sentencia de 7 de marzo de 2005, como había sucedido con la de 6
de octubre de 1998, también del pleno de la Sala Tercera del Alto Tribunal, vino acom-
pañada de varios votos particulares, en este caso tres. Algunos de estos votos discrepan-
tes recalcaban precisamente esta contradicción, no ya entre la nueva doctrina de la Sa-
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la y la que había sentado la Sentencia de 18 de septiembre de 2001, sino entre aquella
doctrina y la jurisprudencia del Tribunal Supremo que, desde la Sentencia de 6 de octu-
bre de 1998, había diferenciado en parte el régimen de la suspensión de los actos tribu-
tarios del régimen general de la suspensión en la LJCA. En suma, la existencia de sen-
tencias del Pleno de la Sala con tales opiniones discrepantes ponía de manifiesto tanto
la trascendencia del asunto como la propia división del Alto Tribunal. 

Por lo tanto, el Tribunal Supremo en su Sentencia de 7 de marzo de 2005, seguida
luego por la de 14 de abril de 2005 (recurso de casación núm. 1829/2000), no dejó claro a
pesar de las apariencias cuál era el régimen aplicable en la suspensión jurisdiccional de
las sanciones tributarias, pues señalando que no procedía la continuidad de la suspen-
sión automática derivada de la mera falta de firmeza en vía administrativa, ni evitó que
los jueces y tribunales pudieran acordar esa suspensión sin garantías ni aclaró si el ré-
gimen de aplicación era el propio de las sanciones administrativa o más bien el particu-
lar de los actos tributarios. En consecuencia, tras este giro en la jurisprudencia del Tri-
bunal Supremo surgió en realidad una gran dispersión en las posturas de los diferentes
órganos jurisdiccionales. 

En primer lugar, la mayoría de las Salas de Justicia entendieron que el Alto Tribunal
había excluido sólo la extensión al proceso contencioso-administrativo de la suspensión
automática sin garantías. Por lo tanto, pasaron a exigir garantía del pago de la sanción
para otorgar su suspensión en la pieza de medidas cautelares, salvo que procediera la
suspensión sin garantías, aplicando en todo caso la doctrina del mismo Tribunal Supre-
mo respecto de la suspensión de los actos de naturaleza tributaria. 

En segundo lugar, hubo jueces y Salas que entendieron la nueva jurisprudencia del
Tribunal Supremo trasladando a las sanciones tributarias la práctica jurisdiccional re-
lativa a las sanciones administrativas en general, sujetando la suspensión a la justifica-
ción de los perjuicios que se derivarían de la ejecución y a la ponderación de los intere-
ses en juego. Por supuesto, este criterio llevaba a la contradicción de exigir para la sus-
pensión de la sanción, requisitos no pedidos para la suspensión de los actos tributarios
en general. Por este motivo, no faltaron resoluciones que abandonaron la jurisprudencia
anterior del Tribunal Supremo tanto para las sanciones como para los demás actos tri-
butarios, exigiendo en todo caso la justificación de la existencia de perjuicios concretos
para el recurrente, derivados de la ejecución, sin que bastase la aportación de garantía
bastante. Especialmente significativa en este sentido ha sido la postura de la Sala de
Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-León, dándose también esta
postura entre los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo. 

Finalmente, no faltaron desde luego órganos jurisdiccionales que mantuvieron el cri-
terio o la práctica de conceder la suspensión sin garantías en el caso de sanciones tribu-
tarias. En algún caso, la justificación de esta postura se buscaba en el principio de pro-
longación del régimen que la suspensión había tenido en la vía administrativa, por lo
que la suspensión debería ser sin garantías, para no hacer de peor condición a la sus-
pensión jurisdiccional respecto de la habida en la vía administrativa. En otros casos, esa
justificación se construía acudiendo a los principios del derecho sancionador general y,
en particular, al principio de presunción de inocencia. Este ha sido el parecer en parti-
cular de un órgano tan significativo en materia tributaria, como la Sección Segunda, de
la Sala de la Audiencia Nacional, que dictó numeroso autos en otras tantas piezas de
medias cautelares, otorgando la suspensión sin garantía de las sanciones tributarias
con el argumento de que las sanciones no tienen finalidad recaudatoria y su suspensión
sin garantías se conectaría con el principio de culpabilidad y, por ello, con el de presun-
ción de inocencia, de forma que exigir una garantía como condición de la suspensión su-
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pondría presumir la culpabilidad del sancionado, en contra del artículo 24.2 de la Cons-
titución española (4) (5). 

3. LA SUSPENSIÓN DE LAS SANCIONES TRIBUTARIAS. LAS NUEVAS
SENTENCIAS DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Es en esta situación de cierta dispersión de criterios en la que se ha producido la re-
ciente serie de sentencias del Tribunal Supremo de nuevo sobre la concreta cuestión de
la suspensión de las sanciones tributarias en sede jurisdiccional. Antes de analizar esta
nueva doctrina conviene hacer algunos comentarios. 

En primer lugar, estas sentencias llegan como consecuencia fundamentalmente de
recursos de casación de la Abogacía del Estado contra autos de la Sección Segunda de la
Sala de la Audiencia Nacional. Es decir, la Abogacía del Estado impugna resoluciones
favorables, como acabamos de explicar, a la suspensión sin garantías de las sanciones
tributarias. Aparentemente, en sus recursos de casación la representación del Estado
solicitaba la exigencia de esa garantía más que la denegación de la suspensión otorgada.
Por otra parte, el debate se ha ceñido a la suspensión de las sanciones sin que hayan lle-
gado al Tribunal Supremo recursos cuestionando la práctica habitual acerca de la sus-
pensión de los actos tributarios en sede jurisdiccional. Sin embargo, como ahora exami-
naremos, al resolver estos recursos, el Tribunal Supremo ha desbordado en algún caso
el propio debate aparentemente señalado por la recurrente para apuntar ideas que una
vez más cuestionarían todo el régimen de la suspensión de los actos tributarios. 

En segundo lugar, debemos anticipar nuestra opinión en el sentido de que después de
estas sentencias es posible que lamentablemente continuemos sin saber con certeza
cuál es el régimen aplicable a la suspensión de estos actos. Las propias decisiones del
Tribunal Supremo han resultado vacilantes y ambiguas, incapaces posiblemente de evi-
tar que continúe existiendo una abundante dispersión de criterios entre los jueces y tri-
bunales del orden contencioso-administrativo sobre esta cuestión. 

ABELARDO DELGADO PACHECO /  «De nuevo sobre la suspensión de las sanciones.... y de los actos de naturaleza tributaria»

– 65 –

(4) Cuando se condicione la suspensión a la prestación de caución o fianza, surge el problema
del modo de aportar esa garantía. De acuerdo con los artículos 129 y siguientes de la LJCA, el re-
currente debe solicitar la suspensión, como medida cautelar, mediante otrosí en el escrito de in-
terposición. Al mismo tiempo, deberá cumplir con lo dispuesto en el artículo 233.8 de la LGT, co-
municando al órgano de recaudación competente, la interposición del recurso con solicitud de la
suspensión. La Sala o el Juzgado, mediante auto resolverán lo que proceda y si acuerdan la sus-
pensión, pero la condicionan a la aportación de una garantía, ésta deberá constituirse, para que se
acuerde la suficiencia de esa garantía y se consolide la suspensión acordada. Por lo tanto, las ga-
rantías vinculadas a una deuda tributaria y una sanción impugnadas en recursos acumulados se
escindirán en cierto modo. Existirá una garantía, para la suspensión de la deuda tributaria, cons-
tituida ya en el procedimiento económico-administrativo y a disposición del órgano de recauda-
ción, cuya validez se habrá acreditado ante la Sala o el Juzgado, normalmente mediante certifica-
ción del propio órgano de recaudación. Y existirá una nueva garantía, constituida directamente
ante la Sala o el Juzgado, por lo que a la sanción se refiere.

(5) Un problema peculiar es el que se plantea en la Resolución del TEAC de 13 de septiembre
de 2006 (00/1140/2004). Ante la ausencia de recurso contra una sanción, el TEAC rechaza su sus-
pensión, aunque hubiera sido interpuesto el oportuno recurso contra la liquidación de la que deri-
va esa sanción. Aunque el criterio del TEAC tenga evidente fundamento, indirectamente esta re-
solución y el caso al que se enfrenta, suscitan la cuestión de la situación, desde la perspectiva de su
firmeza, de una sanción no impugnada directamente pero vinculada a una liquidación que no es
firme. Si se aceptara, como entendemos, que la anulación de la liquidación debe significar la anu-
lación de la sanción como mera consecuencia de la pérdida de virtualidad de la liquidación de la
que depende, cabría negar la firmeza de esa sanción, incluso su falta de firmeza en vía adminis-
trativa, por la mera ausencia de esa firmeza en la correspondiente liquidación. 



El Tribunal Supremo dictó una primera sentencia de 2 de diciembre de 2011 (recurso
de casación núm. 6332/2010) en la que por vez primera en este momento se planteaba de
nuevo la vieja cuestión de la suspensión de las sanciones en el proceso jurisdiccional. El
recurso de casación había sido interpuesto por la entidad infractora, precisamente para
solicitar la concesión de la suspensión sin necesidad de garantía, frente al criterio se-
guido en este caso por la Sección Sexta de la Sala de la Audiencia Nacional, que había
exigido esa caución aun tratándose de una sanción. El Alto Tribunal va a desestimar el
recurso y va a aprovechar su sentencia para recordar la vigencia de la jurisprudencia
derivada de las tantas veces citadas sentencias de 5 de octubre de 2004 y 7 de marzo de
2005. Por lo tanto, la Sala recuerda que la suspensión decretada en vía administrativa
no se prorroga automáticamente cuando se pasa a la vía contencioso-administrativa,
siendo necesaria una decisión en tal sentido por el órgano jurisdiccional. Pero en esta lí-
nea, el Tribunal Supremo añade varias consideraciones de interés. Primero, el Alto Tri-
bunal apunta que esa decisión no puede ser automática sino que ha de motivarse en ca-
da caso. Esta necesidad de individualizar la decisión va a adquirir aun mayor impor-
tancia en otras sentencias posteriores.

En segundo lugar, la sentencia entiende que la ausencia de garantía deja sumidos en
el puro desamparo los intereses públicos, esos intereses que han de ser ponderados y
considerados por el juez o tribunal al adoptar esta medida cautelar. Por lo tanto, «[e]l ór-
gano judicial que resuelva sobre la suspensión habrá de valorar, entre otras circunstan-
cias, que nos encontramos ante una sanción administrativa; el tipo de sanción ante la
que nos encontramos, si pecuniaria o de otra naturaleza; la magnitud de la sanción y la
situación y posición económica de la parte recurrente, sin olvidar, por último, que aun
encontrándonos ante una sanción tributaria, y no ante una liquidación de deuda tribu-
taria, existen intereses públicos en conflicto que también deben tutelarse, salvo que en
el caso analizado concurran suficientes motivos que justifiquen hacer una excepción a la
norma general sobre subordinación de la suspensión a la constitución de caución o ga-
rantía suficiente».

Finalmente, la sentencia incorpora una reflexión sorprendente por la relevancia que
da a la ausencia de enajenación de los bienes embargados ante la falta de firmeza de
una liquidación o sanción tributarias, aunque estas no hayan sido objeto de suspensión
como medida cautelar. En efecto, el artículo 172.3 de la LGT impide la enajenación en el
procedimiento de apremio de los bienes embargados, salvo ciertos supuestos excepcio-
nales, mientras no sea firme el acto de liquidación o, por la remisión del artículo 190.3
de la misma LGT, el de imposición de la sanción. Sin embargo, en nuestra opinión, esa
falta de enajenación no excluye la existencia de perjuicios derivados de la ejecución, tan-
to por los recargos exigibles o los propios efectos del embargo de esos bienes como por la
existencia de bienes cuyo embargo supone el inmediato ingreso de unos fondos en el Te-
soro sin necesidad de ninguna fase de enajenación en el procedimiento de apremio. 

En definitiva, nos encontramos ante la primera de una serie de sentencias y ya cabe
advertir a nuestro juicio el problema de la ambigüedad de la doctrina que se pretende fi-
jar. Si bien se parte de afirmaciones ya incuestionables como la ausencia de una exten-
sión al proceso del régimen de la suspensión automática o la necesidad de que el juez o
tribunal aplique pues los criterios propios de la LJCA, seguimos echando en falta una
mayor claridad a la hora de saber si tales criterios son los generales o los propios de los
actos de naturaleza tributaria según la propia jurisprudencia del Tribunal Supremo. En
definitiva, la sentencia se mueve en una cierta indefinición a la hora de establecer si la
cuestión es la ausencia de garantía o la falta de justificación de la propia suspensión. 

Tras esta primera sentencia, el Tribunal Supremo dictará inmediatamente una de 14
de diciembre de 2011 (recurso de casación núm. 6675/2010) y dos de 15 de diciembre de
2011 (recursos de casación núm. 1273/2011 y 1696/2011). En todos los casos es recu-
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rrente la Administración del Estado, con el mismo planteamiento. Nos hallamos ante
Autos de la Sala de la Audiencia Nacional que otorgaban la suspensión sin garantías de
sanciones tributarias. El Alto Tribunal estima los recursos de casación por entender que
la Sala de instancia concedió en todos los casos la suspensión sin motivar o justificar
adecuadamente la procedencia de la misma. Como dice la primera de las Sentencias ci-
tadas de 15 de diciembre de 2011, «[l]a Sala de instancia debió ponderar las peculiares
circunstancias del caso, justificándola suficientemente a efectos de acordar la suspen-
sión. Lo que no hace. Y una vez acordada la suspensión en el legítimo uso de la autori-
zación al Tribunal de la instancia que posibilita el art. 133 de la LJ., bajo su privativa
apreciación, exigir o no caución o garantía suficiente para responder de los perjuicios
que pudiera acarrear la medida cautelar». Curiosamente, tras esta afirmación, la sen-
tencia añade «[q]ue esta falta de justificación que se echa de menos en los autos recurri-
dos sobre la suspensión de la sanción y, en su caso, la constitución de garantía para ha-
cerla efectiva, en cambio se realiza correctamente en lo que respecta a la liquidación,
siendo trasladable lo dicho respecto de la liquidación, en la órbita de los arts. 129 y ss.
de la LJ, a la sanción. Por ello procede mantener la suspensión acordada «lo cual no fue
objeto de disputa por parte del Sr. Abogado del Estado– debiendo respecto de esta exigir
la garantía en cualquiera de las formas admitidas en Derecho en cantidad suficiente pa-
ra garantizar el importe de la sanción impuesta».

En este discurso jurisprudencial, un punto de inflexión es el marcado por la sentencia
de 16 de enero de 2012 (recurso de casación núm. 2303/2011). En esta Sentencia la Sala
reproduce la anterior doctrina sobre la exigencia de motivación adecuada de los autos
que acuerden la suspensión con o sin garantía, evitando en estas resoluciones judiciales
el automatismo. Pero la sentencia hace unas consideraciones finales de mucho mayor
alcance. 

En primer lugar, la sentencia de casación achaca al auto de la Audiencia Nacional ha-
ber resuelto desde criterios o parámetros abstractos, pues «[l]a referencia a la presun-
ción de inocencia, al carácter no esencialmente recaudatorio del acuerdo sancionador, el
importe de la multa o los breves plazos establecidos el procedimiento de recaudación pa-
ra el ingreso de las sumas adeudadas no son concreta razones que expliquen la presen-
cia de un periculum in mora susceptible de justificar en este caso la adopción de la me-
dida cautelar, de modo que, de no acordarse, se haría ineficaz un eventual y posterior fa-
llo estimatorio de la pretensión principal». Es decir, el Alto Tribunal deja claro, al menos
en esta sentencia, que no comparte la práctica seguida por la Sección Segunda de la Sa-
la de la Audiencia Nacional. 

Pero, a mayor abundamiento, la sentencia echa en cara también al recurrente que no
solicitara la adopción de la medida cautelar con un fundamento adecuado sino ese mis-
mo recurso a razones genéricas insuficientes por sí solas para justificar la adopción de la
suspensión. La sentencia no ve ni en los autos impugnados por la Abogacía del Estado ni
en la pretensión cautelar de la recurrente, «[u]na concreta exposición o valoración de los
perjuicios que la no suspensión de la ejecutoriedad de la sanción ocasionaría a la socie-
dad. No se explica cómo afectaría a sus recursos, a la productividad, a sus relaciones la-
borales, mercantiles, comerciales e industriales o, en general, a su actividad. No existe
mención alguna a estas circunstancias que podrían justificar la toma en consideración
de la medida cautelar instada».

Tras volver a traer a colación el argumento de la imposibilidad de enajenar los bien-
es embargados, ex artículo 172.3 de la LGT, la Sentencia termina recordando el deber
del recurrente de acreditar que las actuaciones llevadas a cabo por la Administración
tributaria para cobrar la sanción o asegurar su ingreso eran capaces de irrogarle perjui-
cios de difícil o imposible reparación, haciendo que el eventual fallo anulatorio en la sen-
tencia definitiva perdiera su legítima finalidad. Por lo tanto, el Tribunal Supremo no só-
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lo estima el recurso de casación interpuesto por la Administración del Estado sino que,
revocando el auto que concedía la suspensión sin necesidad de garantía, afirma que esa
suspensión no es posible ni siquiera condicionada a la aportación de caución, pues es esa
misma suspensión la que ya requiere, como presupuesto, unas razones que la justifi-
quen, conforme a lo dispuesto en el artículo 130.1 de la LJCA, en concreto que la ejecu-
ción del acto hiciera perder al recurso su finalidad legítima, circunstancia base que a
juicio del Tribunal Supremo no había sido debidamente acreditada. 

Tras esta sentencia, hubiera podido pensarse que el Tribunal Supremo había dado un
nuevo giro en su jurisprudencia con olvido de las especialidades propias de la suspen-
sión de los actos tributarios. En la pieza de suspensión del proceso, la motivación de la
resolución judicial de suspensión debía descansar en la prueba por el recurrente de esas
circunstancias particulares que justificaban la necesidad de esa suspensión para evitar
que el recurso perdiera su finalidad legítima. Sin embargo, tras esta sentencia, el Alto
Tribunal ha dictado otras en las que parece no llegar a este nivel de exigencia. 

En su Sentencia de 2 de febrero de 2012 (recurso de casación núm. 2845/2011) el Tri-
bunal Supremo estima de nuevo el recurso de casación de la Abogacía del Estado contra
un auto de la Sección Segunda de la Sala de la Audiencia Nacional, con el argumento de
la falta de motivación individualizada de la decisión de suspensión. Pero, al resolver, la
Sala de casación parte de la pretensión de la propia Administración limitada a que se
constituyera garantía suficiente para responder de la sanción, sin discutir la proceden-
cia misma de la suspensión. Sobre este marco, la Sentencia añade que esa suspensión
sin garantía procede «[c]uando se evidencia, dentro de los límites de esta pieza de sus-
pensión, la incapacidad de asumir el pago o garantía de la sanción sin grave quebranto
y se presenta un principio de prueba del que derivar la realidad de la situación descri-
ta». En tal caso, «[l]a mejor forma de preservar los intereses públicos es la no exigencia
de prestación de caución, en tanto que dada la situación económica y patrimonial de la
interesada, de llevarse a cabo la ejecución podría situar a la entidad en insolvencia e
imposibilidad definitiva de hacer frente a la sanción impuesta, impidiendo su continua-
ción empresarial y con ella poder solventar su situación financiera y hacer frente a sus
responsabilidades, de donde sí se derivaría un perjuicio a la Administración». No ha-
biéndose acreditado en el caso esa circunstancia, la Sala estima el recurso de la Aboga-
cía del Estado y admite la suspensión condicionada a la prestación de caución, recor-
dando además que de esta forma se asimila la situación de la sanción a la de la liquida-
ción conexa, respecto de la cual la Sala de la Audiencia Nacional si habría hecho correc-
tamente la ponderación de los intereses en juego para justificar la suspensión, en este
caso condicionada a la prestación de garantía. 

En la siguiente Sentencia, de 3 de abril de 2012 (recurso de casación núm.
3292/2011), el Tribunal Supremo estima un recurso de casación idéntico al anterior pa-
ra luego fallar a favor de la propia suspensión sin garantía de la sanción controvertida.
Ciertamente, el Alto Tribunal reitera sus objeciones frente a la práctica seguida por la
Sección Segunda de la Audiencia Nacional, ante la que exige la tantas veces citada jus-
tificación individualizada de la decisión de suspensión. Pero, a continuación, la Sala de
casación entra a analizar la acreditación aportada por la recurrente en la pieza separa-
da y entiende que han quedado probados los presupuestos para acordar la suspensión
sin caución, pues se ha acreditado el escaso saldo de las cuentas bancarias de la entidad,
de lo que se deduce la imposibilidad práctica de atender el pago inmediato de la sanción
sin grave riesgo de la propia empresa, con las consecuencias inherentes de posible con-
curso de acreedores o de reducción de la plantilla de trabajadores. 

Llegados a este punto, nos encontramos con la siguiente sentencia, la de 10 de mayo
de 2012 (recurso de casación 2428/2011), en la cual el Alto Tribunal conecta en cierto
modo con las anteriores resoluciones. Por un lado reitera la doctrina establecida desde
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las citadas sentencias de 15 de diciembre de 2011 y por lo tanto echa de menos la nece-
saria justificación en el auto de suspensión nuevamente de la Sección Segunda de la Au-
diencia Nacional, auto que revoca. La Sala de instancia debió ponderar las peculiares
circunstancias del caso, justificando la suspensión, «[e]sto es, decidir si se suspende o no
la sanción conforme a lo dispuesto en los arts. 129 y ss». Una vez acordada la suspensión
correspondería al Tribunal de la instancia apreciar«si de la suspensión acordada puede
derivarse perjuicios de cualquier naturaleza, y exigir o no caución o garantía suficiente
para responder de los perjuicios que pudiera acarrear la medida cautelar».

Y el Tribunal Supremo, al decidir el propio recurso de casación, toma de nuevo deci-
sivamente en consideración que la parte recurrente, al solicitar la suspensión, no inten-
tó siquiera justificar los perjuicios que se derivarían de la ejecución sino que se limitó a
invocar la tesis de que tratándose de una sanción debía mantenerse la suspensión acor-
dada en sede administrativa, como principio general. Sin embargo, al no aportar dato
alguno para que pudiera apreciar la Sala que concurrían motivos por los que no debía
garantizarse el interés público, lo que procedía, a juicio del Tribunal Supremo, era la de-
negación de la suspensión. 

Por el contrario, inmediatamente después de esta Sentencia, la siguiente de 21 de junio
de 2012 (recurso de casación núm. 2434/2011) vuelve a la tesis de aquellas otras anterio-
res en las que el Alto Tribunal termina concediendo la suspensión condicionada a la apor-
tación de caución o garantía que sirva para salvaguardar los intereses públicos. De nuevo,
la Sala del Alto Tribunal reitera la doctrina general, pero se detiene ante dos hechos rele-
vantes. Por un lado, la pretensión del Abogado del Estado se habría ceñido a la aportación
de garantía sin discutir la procedencia de la propia suspensión; aunque en realidad la pre-
tensión del recurso de casación era la habitual y solo subsidiariamente se pedía la conce-
sión de la suspensión condicionada a la prestación de garantía. Por otra parte, en el re-
curso la parte demandante había solicitado la suspensión sin garantía tanto de la liquida-
ción como de la sanción conexa, en lo cual la Sala del Tribunal Supremo ve base suficien-
te para considerar que la parte había acreditado circunstancias suficientes para acceder a
la solicitud de suspensión pero condicionada a la prestación de garantía. 

Finalmente, la última, por ahora, de las sentencias del Tribunal Supremo sobre la
cuestión es la de 19 de julio de 2012 (recurso de casación núm. 6424/2011). En un recur-
so de casación de la Administración contra un auto de suspensión de la Sección Séptima
de la Sala de la Audiencia Nacional, el Alto Tribunal dicta esta sentencia que tiene a
nuestro juicio un particular interés por lo siguiente. En primer lugar, la Sala reitera la
doctrina general y afirma categóricamente su rechazo de la concesión de la suspensión
automática sin fianza en sede jurisdiccional sin realizar una valoración particularizada
respecto del caso concreto, «[s]in que sea admisible aquellos razonamientos que en apa-
riencia atienden al caso concreto, pero que en realidad no sirven más que para tratar de
ocultar la aplicación automática de dicha doctrina general de suspensión, bajo la apa-
riencia de consideraciones al caso concreto cuando en realidad no se hace más que apli-
car dicha doctrina general y en todos los casos de sanciones, sea cual sea sus circuns-
tancias particulares, suspender sin más y sin exigencia de garantía alguna». 

En segundo lugar, la Sala del Alto Tribunal da una gran importancia a la incoheren-
cia entre los planteamiento de la Abogacía del Estado en su inicial recurso de reposición
contra el auto de suspensión y su posterior recurso de casación. En el primero, la oposi-
ción del representante de la Administración se ceñía a la ausencia de caución aunque en
el recurso de casación luego interpuesto discutiera ya la procedencia misma de la sus-
pensión acordada. La Sala esquiva pues este último debate con este argumento. Pero al
margen del aspecto procesal, esta evolución de la postura de la Abogacía del Estado re-
fleja la evolución misma de la cuestión debatida a la vista de la ambigüedad de la propia
jurisprudencia del Tribunal Supremo. 
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A pesar de este obstáculo procesal o de coherencia de la postura de la recurrente en
casación, la Sala añade un último párrafo de interés en el que dice lo siguiente: 

«Llegados a este punto, como en otras ocasiones se ha indicado, el art. 133.1 de la LJ
contiene una autorización a favor del Tribunal de la instancia para que bajo su priva-
tiva apreciación, exigir o no caución o garantía suficiente para responder de los per-
juicios que pudiera acarrear la medida cautelar. En este caso, al menos en el auto de
6 de octubre de 2011, la Sala de instancia razona suficientemente, atendiendo al caso
concreto, como ha quedado plasmado ut supra, porqué resulta adecuado no exigir ga-
rantía. Lo cual ha de llevarnos a confirmar la corrección del citado auto y la correlati-
va desestimación del recurso de casación». 
Por lo tanto, a nuestro juicio, el Tribunal Supremo termina esta serie de sentencias

con unas afirmaciones que ponen de manifiesto, por un lado, que lo exigible de acuerdo
con esta jurisprudencia es una mínima justificación de la adopción de la medida caute-
lar y, por otro, que corresponde privativamente a la Sala de instancia valorar la prueba,
o los principios de prueba, aportados por el recurrente al solicitar la adopción de aque-
lla. Lo que desde luego esta sentencia deja sin resolver es como cuadra toda esta juris-
prudencia del Tribunal Supremo con la misma jurisprudencia y la práctica seguida res-
pecto de la suspensión de las liquidaciones tributarias. 

4. CRITICA DE ESTA JURISPRUDENCIA Y PERSPECTIVAS QUE ABRE
LA MISMA

Hemos analizado, pues, una nueva fase en la elaboración de la jurisprudencia del Tri-
bunal Supremo sobre la suspensión de las sanciones tributarias. Son numerosas las sen-
tencias dictadas sobre el particular en este breve espacio de tiempo que va desde finales
de 2011 hasta mediados de 2012. Además, en la mayoría de los casos el Alto Tribunal re-
suelve recursos de casación con una encomiable celeridad. Y, no obstante, resulta difícil
saber cuál es exactamente el régimen resultante para la suspensión jurisdiccional de las
sanciones tributarias. 

Antes de nada tres aspectos parecen quedar claros. En primer lugar, de acuerdo con la
postura mantenida por nuestro Tribunal Supremo desde la Sentencia de 7 de marzo de
2005, es jurisprudencia consolidada que la suspensión automática de las sanciones tribu-
tarias sólo es aplicable mientras aquellas no son firmes en vía administrativa y, por lo tan-
to, la suspensión de esas sanciones en sede jurisdiccional sólo puede resultar de la aplica-
ción de las normas de la LJCA. Por ello y en segundo lugar, no cabe una prolongación en-
cubierta de la mencionada suspensión automática con traslado de la misma al proceso, so
pretexto de la aplicación de ciertos principios generales. Por el contrario, la decisión del
juez o tribunal de la instancia ha de ser motivada teniendo en cuenta las particulares cir-
cunstancias de cada caso. En definitiva, como tercera conclusión inicial, el Tribunal Supre-
mo parece no compartir sobre todo aquellos criterios que conducían a una generalizada
suspensión sin garantías de las sanciones tributarias, una vez impugnadas jurisdiccional-
mente. Para el Alto Tribunal, esa generalización de las suspensiones sin garantías escon-
dería una prolongación del régimen anterior a la firmeza administrativa, lo que sería in-
compatible con la aplicación de las normas de la LJCA y la consiguiente exigencia de justi-
ficación individualizada de la medida cautelar de suspensión. 

Sin embargo, dicho lo anterior, surgen ya las dudas. Estas dudas proceden antes de na-
da de la propia casuística que se observa en las sentencias del Tribunal Supremo. En unos
casos el Alto Tribunal va a conceder la suspensión condicionada a la presentación de cau-
ción o garantía suficiente. En otros, la sentencia dictada en casación entra a resolver so-
bre la suspensión otorgando la suspensión sin garantías, porque el recurrente habría
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aportado suficientes elementos probatorios que justificarían esta decisión. Finalmente, al
menos en las sentencias de 16 de enero y de 10 de mayo de 2012, el Alto Tribunal rechaza
la procedencia de cualquier medida cautelar de suspensión. Pero, inclusive la razón del fa-
llo parece ser distinta en cada uno de estos casos, pues mientras en la segunda de estas
sentencias lo decisivo sería simplemente que el recurrente se limitó a pedir la prolonga-
ción de la suspensión automática, en la primera, como hemos dicho, la Sala llega más le-
jos y parece exigir una ponderación de circunstancias tales como las consecuencias de la
ejecución en los recursos financieros y el proceso productivo de la entidad. 

Asimismo, estas dudas proceden de la propia posición de la Administración recurren-
te. A primera vista, parecería que los recursos de casación ahora resueltos pretendían
inicialmente sólo la exigencia de caución frente a la práctica seguida por determinadas
Secciones de la Audiencia Nacional, concediendo la suspensión de las sanciones sin ga-
rantías. Por lo tanto, parecería que la Administración hubiera aceptado una asimilación
del régimen de las sanciones con el de las propias liquidaciones tributarias, con la con-
siguiente generalización de la suspensión condicionada a la existencia o prestación de
garantía. Sin embargo, la construcción abierta de las pretensiones de la Abogacía del
Estado amplió el debate ante el Alto Tribunal con el efecto de introducir una mayor in-
seguridad. Porque en última instancia, nos quedamos sin saber si el Estado y el Alto
Tribunal dirigen esta nueva fase de sus actuaciones y resoluciones a la exigencia de ga-
rantía en la suspensión de las sanciones o a un replanteamiento más profundo del régi-
men de la suspensión de los actos de naturaleza tributaria. 

De todas las maneras, podemos extraer de nuevo algunas conclusiones medianamen-
te claras de la nueva fase de la jurisprudencia del Tribunal Supremo. En primer lugar,
como reconocen con más o menos claridad varias de las sentencias comentadas, tan cier-
to es que el Alto Tribunal exige una motivación individualizada de la adopción de la me-
dida cautelar, como que corresponde exclusivamente al juez o tribunal de la instancia
valorar los elementos de juicio o de prueba aportados por el recurrente al solicitar la
suspensión. Es más, dada la naturaleza del recurso de casación, esa apreciación del tri-
bunal de instancia no es susceptible de revisión en casación, al igual que sucede con
cualquier otro aspecto probatorio del proceso, salvo que esa valoración de la prueba ha-
ya sido irracional o arbitraria. Esta atribución exclusiva a favor del tribunal de instan-
cia comprende no sólo la valoración de los elementos que conducen a la suspensión sino
asimismo los que permiten excluir la exigencia de caución o garantía. Lo que no cabría,
en cambio, es la ausencia total de motivación, equivalente a la prolongación de la sus-
pensión automática. 

En segundo lugar, es claro que cualquier recurrente debe plantear hoy su solicitud de
suspensión, como medida cautelar, al interponer el recurso jurisdiccional, sin limitar
sus argumentos a la procedencia de la extensión de la suspensión automática ya produ-
cida o a la aplicación de principios generales o estereotipados. El recurrente debe justi-
ficar la solicitud de suspensión aludiendo a los perjuicios de imposible o difícil repara-
ción que al derivarse de la ejecución harían perder su legítima finalidad al recurso.

Estas dos conclusiones conducen de nuevo a un entorno no plenamente definido.
¿Qué nivel de prueba o acreditación resulta exigible y qué extremos deben ser proba-
dos?. Es en este punto donde la jurisprudencia del Tribunal Supremo resulta especial-
mente ambigua a la vista de las últimas sentencias. En algún caso, la decisión del Alto
Tribunal parecería conducir a un nivel de exigencia probatoria tal vez incompatible con
la propia naturaleza de la pieza separada de medidas cautelares y con las posibilidades
reales de los jueces y tribunales de la instancia a la hora de valorar las circunstancias
propias de la adopción de la medida de suspensión. En realidad, la jurisprudencia clási-
ca del Tribunal Supremo resolvía esta cuestión al sustituir una verdadera ponderación
de las circunstancias concurrentes por la prestación de garantía que asegurase el crédi-
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to público. De nuevo, el problema surge por esa ambigüedad de la postura del Tribunal
Supremo a la hora de defender el mantenimiento de esta doctrina tradicional en el mo-
mento de rechazar la prolongación de la suspensión automática. 

Tratando no obstante de extraer alguna conclusión prudente, esa naturaleza de la
pieza de medidas cautelares y algunas de las propias sentencias comentadas parecen
permitir la aportación de un principio de prueba de las circunstancias alegadas que per-
mita alcanzar la conclusión de que pudieran surgir esos perjuicios invocados. Por su-
puesto, parece claro que la solidez de la justificación ha de ser distinta atendiendo a la
solicitud de la suspensión con o sin garantías. 

Si se solicita la suspensión con garantías, antes de nada cabria alegar la propia prác-
tica seguida jurisdiccionalmente respecto de la suspensión de las liquidaciones tributa-
rias. Las propias sentencias del Tribunal Supremo aluden en varios casos a la suficien-
cia de la motivación, y por ende de las alegaciones de la parte, en cuanto a la suspensión,
con garantía, de las liquidaciones conexas con las sanciones discutidas. El fundamento
de la decisión en estos casos descansa en la invocación de perjuicios que se derivarían de
la ejecución y en la salvaguarda del interés público por la garantía ofrecida. 

Si se pide la suspensión sin garantías y se asume que la jurisprudencia del Tribunal
Supremo impide cualquier extensión encubierta de la suspensión automática, la ausen-
cia de tal garantía para salvaguardar el interés público demanda un plus de justifica-
ción, en la medida en la cual la parte recurrente pueda probar que su situación econó-
mica y financiera se vería gravemente comprometida por la ejecución. 

Por todo lo anterior, aunque continúe habiendo un importante grado de dispersión en
los criterios de los jueces y tribunales, parece prudente pensar que el recurrente no de-
be limitar su solicitud de medidas cautelares a la de suspensión sin garantías alegando
principios generales o la suspensión habida en sede económico-administrativa, pues se
arriesga a que sea rechazada plenamente la suspensión solicitada. Es igualmente previ-
sible que la Abogacía del Estado y los letrados de otras Administraciones recurran aque-
llas resoluciones judiciales que supongan una suspensión automática encubierta de las
sanciones tributarias. A pesar de lo anterior, será frecuente que la solicitud del recu-
rrente sea de suspensión sin garantías con petición subsidiaria de esa misma suspen-
sión con la garantía que la Sala o el juez estimen adecuada. 

Y un último comentario. Sin duda en la evolución de la jurisprudencia y antes en la
de la posición procesal de la Administración influye la propia situación económica actual
y las necesidades recaudatorias de las Administraciones públicas ante una verdadera
crisis fiscal. Podría argüirse que los derechos del ciudadano contribuyente no pueden
depender de tales necesidades. Lo cual en principio es cierto. Sin embargo, no podemos
olvidar que la suspensión no es en todo caso un derecho incondicionado del contribuyen-
te. La misma jurisprudencia comentada exige esa ponderación de los intereses en juego,
con una doctrina clásica del propio Tribunal Supremo que daba por satisfechos los inte-
reses públicos con la existencia de garantía suficiente del cobro futuro de la deuda o san-
ción, sin necesidad de una más concreta justificación de las consecuencias de la ejecu-
ción. Ahora bien, sin duda los intereses públicos dependen de tales necesidades recau-
datorias y la finalidad legítima del recurso no siempre quedaría afectada por el pago in-
mediato sin que este pueda ser sustituido por la caución. 

En nuestra opinión, un vuelco en la jurisprudencia tributaria, que limitase despro-
porcionadamente las posibilidades de suspensión, sería un retroceso en la esfera de los
derechos y garantías de los contribuyentes. Parece razonable, incluso por razones de
funcionamiento de los órganos jurisdiccionales, que en la generalidad de los casos pre-
valezca la doctrina tradicional cuando el efecto en la esfera económica del ciudadano sea
desproporcionadamente más grave que las ventajas que podría obtener la Hacienda del
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cobro inmediato de la deuda. No es menos razonable que los jueces y tribunales puedan
analizar en detalle las solicitudes de suspensión sin garantía, también más justificadas
en una situación de crisis económica. Pero podría ocurrir que la jurisprudencia tributa-
ria, a la vista de la situación de las Haciendas Públicas, introduzca algún matiz para
aquellas situaciones en las que el interés público deba prevalecer. Como puede suceder
que reaparezca una vieja discusión en relación con el diferente significado de la suspen-
sión en el caso de haciendas distintas del Estado dada la posible mayor trascendencia de
la deuda controvertida en relación con los recursos de la Hacienda afectada por la sus-
pensión. 
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